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3.1.2.2.1. Educación Infantil 0-3 años

La entrada en vigor del Decreto-ley 1/2017, de 28 de marzo, de 
medidas urgentes para favorecer la escolarización en el primer 
ciclo de la educación infantil en Andalucía, supuso una auténtica 
convulsión en esta etapa educativa al establecer un modelo de gestión 
radicalmente diferente del que hasta ese momento se había venido 
aplicando a las escuelas y centros concertados de educación infantil de 
titularidad municipal y privada.

En los dos últimos Informes anuales hemos realizado un análisis 
minucioso de los aspectos que en un principio resultaron más conflictivos 
tras la entrada en vigor de la mencionada norma. Corresponde ahora 
dar a conocer la evolución experimentada en esta etapa educativa y la 
situación en la que nos encontramos, tras casi tres años de vigencia del 
nuevo sistema.

Como decimos, la implantación de este modelo supuso, esencialmente, 
un nuevo sistema de financiación de los puestos escolares ofertados, 
y un nuevo sistema de acceso de las familias a las bonificaciones en el 
coste de los servicios de atención socio educativa y comedor escolar, 
contenido en el Programa de ayuda a las familias para el fomento de la 
escolarización en el primer ciclo de la educación infantil en Andalucía.

Ocurre que el nuevo sistema de gestión de etapa educativa se 
implementó sin contar con la opinión y sin el consenso de los principales 
afectados -profesionales del sector, sindicatos y familias- por lo que la 
reacción fue la esperada, y no faltó tiempo para que aquéllos pusieran 
de manifiesto los aspectos que consideraban que supondrían un 
perjuicio, principalmente desde el punto de vista económico.

Cierto es que en el ejercicio de 2017, primer curso en el que se aplicó 
el nuevo sistema, fueron muy numerosas las quejas que se recibieron 
en esta Institución.

Esto nos obligó a que a finales de ese mismo ejercicio, y al objeto 
de analizar los resultados de su aplicación en su primer año de vida, 
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iniciáramos una investigación de oficio donde tuvimos la oportunidad 
de analizar minuciosamente los principales problemas que se habían 
derivado de la nueva regulación y que, en gran parte, daban la razón a 
las críticas inicialmente formuladas por los profesionales del sector y 
las familias (queja 17/6670).

La principal cuestión que se puso de manifiesto es que, siendo el 
sistema de bonificación un procedimiento de concurrencia competitiva 
supeditado a las disponibilidades presupuestarias; unido al aumento 
de los tramos de renta subvencionables y de los porcentajes de 
bonificación aplicables; así como un cambio en los umbrales de la renta 
per cápita, muchas familias en iguales condiciones de renta y miembros 
computables, o bien obtuvieron un porcentaje de bonificación inferior 
al de cursos anteriores, o directamente dejaron de ser beneficiarias de 
estas ayudas. Nada más paradójico al resultado pretendido.

Otro de los problemas que surgieron de la nueva regulación derivaba 
de la existencia de una única convocatoria ordinaria -coincidente con 
el procedimiento de escolarización- y, en su caso, una convocatoria 
extraordinaria en el mes de septiembre, la cual estaba destinada 
exclusivamente a aquellos menores que no hubieran cumplido 
antes del 1 de septiembre las 16 semanas de vida, o que por otras 
circunstancias no hubieran podido concurrir a la convocatoria 
ordinaria. Este sistema ocasionaba unos efectos que no debían ser 
admitidos al suponer, como veremos, una verdadera discriminación 
hacia el alumnado que accedía a las escuelas municipales y centros 
privados colaboradores.

En efecto, mientras que las familias que obtuvieran plaza en un centro 
de titularidad de la Junta de Andalucía podían ser beneficiarias de las 
bonificaciones cualquiera que fuera el momento en el que accedieran a 
la escuela y se les calculaba de manera automática (por no estar sujetas 
a convocatoria alguna), aquellas otras familias que obtuvieran la plaza 
en las escuelas o centros colaboradores sólo podían ser beneficiarias 
de las bonificaciones si existía convocatoria abierta en el momento en 
el que se producía la escolarización, y además su concesión quedaba 
supeditada a la disponibilidad presupuestaria para dicha convocatoria.
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Pero había más disfunciones. En los supuestos de gratuidad del 
servicio (personas menores que por circunstancias socio-familiares se 
encuentren en situación de grave riesgo, que sean víctima de violencia 
de género o que sean víctimas de terrorismo), cuando la escolarización 
se produjera en periodo extraordinario, solo podían beneficiarse de 
la medida aquellos menores que se matricularan en un centro de 
titularidad de la Junta de Andalucía. Y ello porque si la matriculación se 
pretendía realizar en un centro colaborador, no habiendo convocatoria 
abierta, se hacía imposible obtener una bonificación del 100 por 100 
del coste de la plaza.

La solución resultaba injusta: niños y niñas merecedoras de la 
gratuidad de este servicio no podían acceder a escuelas públicas 
por inexistencia de vacantes, mientras que en los centros 
colaboradores existían plazas vacantes suficientes como para 
poder ser escolarizado, pero no de forma gratuita.

Por último, se planteaba otro problemas más que, si bien venía de 
lejos, no corrigió el Decreto-Ley, y que era el de la no revisión del 
precio del servicio de atención socioeducativa establecido para el 
curso 2008-2009 y que no se había modificado desde entonces. Peor 
aún, lo que sí establecía era la posibilidad de que se pudieran ofertar 
las plazas por precio de hasta un 15 por 100 inferior al establecido, 
introduciendo con ello un factor de competitividad que al no poder 
ser asumidos por todos los centros podía dar lugar al cierre de alguno 
de estos recursos.

Era evidente que se hacía necesario adoptar medidas que resolvieran 
los problemas señalados, puesto que entendiéndose que el nuevo 
sistema había nacido con vocación de mejorar y fomentar el acceso 
al primer ciclo de educación infantil, y ayudar para ello a las familias 
y a los profesionales, el resultado se separaba sensiblemente de esta 
pretensión.

Justo es reconocer que la Consejería de Educación mostró una actitud 
de absoluta colaboración en resolver la situación y, esta vez sí, buscando 
el más amplio consenso en la adopción de las medidas correctoras que 
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se hacían necesarias. Así durante todo el año 2018 llevó a cabo una 
intensa labor de negociación con la Mesa de Infantil.

Ello supuso que para finales del año 2018 se hubieran solucionado la 
mayoría de los problemas comentados. La primera medida comenzó 
con el acuerdo del Consejo de Gobierno, el 27 de febrero de 2018, de 
modificar las bonificaciones sobre los precios públicos de los servicios 
de atención socio educativa y comedor escolar aplicables a los centros 
de titularidad de la Junta de Andalucía, a partir del curso 2018-2019.

Pero lo que verdaderamente supuso una muestra de la voluntad de 
apoyar de manera inequívoca la equiparación entre las escuelas de 
titularidad de la Junta de Andalucía y las escuelas y centros colaboradores 
-necesariamente de titularidad municipal o privada- y de superar 
esa situación de discriminación a la que antes hemos aludido, fue la 
modificación de los Anexos I y II del Decreto-ley 1/2017, mediante 
la aprobación de la Orden de 11 de octubre de 2018.

En concreto, se modificó la base octava del Anexo I, de manera que, 
a partir de ese momento, además de la convocatoria ordinaria, 
habría una convocatoria abierta una vez iniciado el curso escolar 
que contemplaría la realización de cinco procedimientos de selección 
sucesivos en régimen de concurrencia competitiva, estableciendo que 
cada uno de ellos tendría un plazo de presentación de solicitudes de 
dos meses, desde septiembre hasta junio, ambos incluidos.

De esta manera, desaparecen dos de los problemas antes comentados, 
puesto que ya cualquier familia puede acceder al programa de 
bonificaciones en cualquier momento e independientemente de si el 
menor accede a una escuela de titularidad de la Junta de Andalucía, 
de titularidad municipal o de titularidad privada, en estos dos últimos 
casos, siempre que se hayan adherido al programa y sean, por lo tanto, 
centros colaboradores.

Del mismo modo, también podrán acceder a cualquiera de estos centros 
y en cualquier momento, aquellos niños y niñas que se encuentren en 
los supuestos de gratuidad antes comentados.
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En cuanto a la modificación del Anexo II, y con el objeto de realizar 
una distribución de plazas más racional y conforme a las demandas 
de las familias, la Orden incluye en el procedimiento de adhesión 
de las escuelas municipales y centros de titularidad privada lo que 
se denomina, zonas saturadas, de modo que no podrán adherirse 
al programa los centros ubicados en zonas que así sean declaradas, 
considerándose como tales aquellas en las que el número de plazas 
vacantes en los dos cursos anteriores sea superior al por 20% del total 
de plazas ofertadas en dicha zona.

Pero si, como decimos, algunos de los problemas más importantes 
fueron superados durante el ejercicio de 2018, uno de los que 
se mantenía sin resolver a pesar de que venía siendo objeto de 
reivindicación constante por parte de los profesionales del sector, y 
que antes hemos comentado, era el de la congelación del precio de 
la plaza de atención socio-educativa desde que fuera establecido 
en el curso 2008-2009.

En el momento de redactar el presente informe -enero de 2020-, se 
espera que por parte del Consejo de Gobierno se apruebe lo que ya 
se ha recogido en los presupuestos generales de la Junta de Andalucía 
para 2020, y es la subida de un 15% del precio de la plaza en los centros 
de educación infantil.

No obstante, fuentes del sector, si bien valoran positivamente esta 
decisión, tampoco han mostrado un verdadero entusiasmo, puesto 
que consideran que, como se había prometido en el mes de abril 
pasado, esta medida se tenía que haber aplicado ya para el presente 
curso 2019-2020.

Estas mismas fuentes recuerdan que muchos de los centros del 
primer ciclo de educación infantil sufrirán durante el presente curso 
cuantiosas pérdidas por factores como el incremento del Salario 
Mínimo Interprofesional desde el mes de enero de 2019; la firma de 
un nuevo convenio colectivo que supondrá un incremento salarial; así 
como el descenso de la natalidad, que hará que el número de nuevas 
incorporaciones sea menor.
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Centrándonos en las actuaciones de la Defensoría, lo que resultó 
evidente es que la sensible disminución de quejas que recibimos en el 
ejercicio del 2018, respecto del 2017, se debió a las medidas adoptadas 
para superar los importantes problemas que hemos señalado, 
tendencia que parece que pudiera convertirse en norma si tenemos en 
cuenta que en este ejercicio del 2019 el número de quejas recibidas se 
ha mantenido en un nivel muy aproximado al del año anterior.

En cuanto a las cuestiones que mayor incidencia han tenido en el 
presente ejercicio, hemos de referirnos a las bonificaciones que se 
otorgan para los servicios de esta etapa educativa en el caso de las 
familias monoparentales. Y es que si la intención de la Administración 
es beneficiar a las familias monoparentales por considerar que un solo 
progenitor o progenitora siempre encontrará mayores dificultades 
para obtener la misma renta que dos progenitores juntos, resulta 
necesario introducir un factor de corrección que iguale estas mayores 
dificultades.

Pero este elemento corrector no se encuentra previsto en el apartado 
3 de la cláusula primera del Anexo III del Decreto-ley de 2017 (cuantía 
y bonificaciones de los precios públicos aplicables a los centros de 
titularidad de la Junta de Andalucía). Es así que para el acceso a los 
beneficios económicos se exige exactamente el mismo nivel de renta 
tanto a todo tipo de familia para obtener igual bonificación.

Sobre esta cuestión, la Administración educativa ha anunciado que 
entre las medidas a llevar cabo en Ia actual legislatura se contempla 
avanzar de forma progresiva hacia la gratuidad en el primer ciclo 
de educación infantil (0 a 3 años) para el curso 2023-2024. Con esta 
finalidad se habían iniciado los trámites para aprobar un Proyecto de 
Ley Integral de Apoyo a las Familias Andaluzas, entre cuyos objetivos 
se encuentra establecer la gratuidad del primer ciclo de la educación 
infantil para el tramo horario en el que se desarrolla preferentemente 
el currículo de esta etapa educativa, con lo que se eliminaría la supuesta 
discriminación sufrida por las familias monoparentales.
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Confiemos, pues, en que se cumpla la agenda prevista y que la cuestión 
analizada se vea del todo superada, (queja 18/6175).

En relación a otras cuestiones, siguen acudiendo a la Institución algunas 
familias que discrepan con el hecho de que para el cálculo de las 
bonificaciones se tome como referencia la declaración de la renta 
de dos ejercicios atrás. No es infrecuente que, desafortunadamente, 
los ingresos económicos de entonces sean superiores a los obtenidos 
en los siguientes ejercicios, produciéndose un desfase entre las 
bonificaciones que corresponde según la renta de referencia, y 
los ingresos reales de las familias en el momento de solicitar las 
bonificaciones.

Citemos un ejemplo. La interesada en abril de 2019 había solicitado 
plaza para su hijo en la escuela infantil de su localidad y la bonificación 
que le podía corresponder, si se tenía en cuenta la renta de 2017 era 
de un 10% del precio de la plaza, por lo que debía abonar una cuota 
mensual de 250,99 euros, cantidad inasumible para la familia, (queja 
19/3259).

Informada de estas circunstancias por la dirección de la escuela, la 
interesada mostró su intención de renunciar a la plaza y, por lo tanto, 
a la bonificación, y solicitarlas más adelante, concretamente cuando 
pudiera presentar la renta de 2018, puesto teniendo en cuenta que en 
este ejercicio los ingresos de la familia habían disminuido casi en un 
50% con respecto a los de 2017, la bonificación que le correspondería 
sería mucho mayor.

Pero esta ciudadana no fue informada de que si renunciaba a la plaza 
y, por tanto, a la bonificación concedida, posteriormente, durante 
cualquier momento de ese curso, podía volver a solicitar una nueva 
plaza pero ya no tendría derecho a bonificación alguna. El motivo 
es que a excepción de la convocatoria ordinaria, las cinco restantes 
convocatorias anuales van dirigidas a los niños y niñas que no 
alcanzaran las 16 semanas de vida a fecha 1 de septiembre, o que por 
cualquier motivo no hubieran concurrido a la convocatoria ordinaria 
pero no prevén los supuestos de renuncias.
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Se trata este de un asunto tratado ampliamente por esta Defensoría y 
recogido en anteriores Informes anuales. 
Desde hace tiempo venimos demandando la 
implementación de un sistema que permita 
a las familias acreditar la situación 
económica real en el momento de solicitar 
la plaza y no referida a épocas anteriores ya 
que este sistema va en contra del principio de 
capacidad económica. Sin embargo, hasta el 
momento, nuestros argumentos no han sido 
considerados, aunque no por ello habremos 
de dejar de insistir sobre esta cuestión.

3.1.2.2.2. Escolarización del alumnado

El problema de las dificultades con las que se encuentran muchas 
familias a la hora de escolarizar a sus hijos e hijas en el mismo 
centro docente por la inexistencia de vacantes para alguno de ellos 
se ha convertido en crónico. Poca eficacia causó al respecto la última 
modificación del Decreto 40/2011, de 22 de febrero, por el que se 
regulan los criterios y el procedimiento de admisión del alumnado en 
los centros docentes públicos y privados concertados.

En efecto, el artículo 54 del mencionado Decreto, en su redacción dada 
por el Decreto 9/2017, de 31 de enero, vino a despejar las dudas que 
ofrecía la anterior redacción en cuanto a si existía o no la posibilidad 
de ofrecer las plazas vacantes que se hubieran producido una vez 
finalizada la matriculación del alumnado.

A partir de entonces quedó excluida la posibilidad de que estas 
plazas pudieran ser ocupadas por cualquier alumno o alumna que 
no la hubiera conseguido durante la tramitación del procedimiento 
ordinario, ya que, estas vacantes sólo pueden ser cubiertas en casos 
de escolarización extraordinaria, perdiendo cualquier derecho de 
prioridad el alumnado que figuraba en la relación de no admitidos en el 
centro. Sus consecuencias: que si no se producía ninguna escolarización 
extraordinaria, las vacantes se quedan sin cubrir durante todo el curso.

Las normas 
deben permitir 
a las familias 
acreditar 
la situación 
económica real 
en el momento 
de solicitar la 
plaza  




